Comisión de Presupuestos Versión Taquigráfica N* 237 de 
S/C 2005 


PLANTEAMIENTOS DE ÍNDOLE PRESUPUESTAL DE 
DISTINTAS DELEGACIONES 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 23 de agosto de 2005 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Doreen Javier Ibarra. 
MIEMBROS: Señores Representantes Federico Casaretto, Carlos Gamou y Guido Machado. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señoras Representantes Sandra Etcheverry y Daniela Payssé. 


INVITADOS: Por la Asociación Uruguaya de Padres de Personas con Autismo Infantil, señor Andrés 
Capel y señora Mercedes Santías. 
Ver exposición 


Por Herramenteros de ANSE, señores Mario Borche, Roberto Deliotti, Jorge Jurado, Víctor 
Jurado, Daniel Machado, Arturo Méndez y Manuel Soroa; y señoras Mabel Cuello Trucco, 
Blanca Morales y Cristina Sasías. 

Ver exposición 


Por Fondo Común de Reconstrucción y Fomento de América Latina, señores Elmer Alfaro 
y Nery Curbelo. 
Ver exposición 


Por Fiscalizadores del Banco de Seguros del Estado, señores Guillermo Jacques, Luis 
Salgado, Gustavo Sande y Luis Vidal; y señoras Rosana Armengo, Beatriz Cavanna, Zulma 
Cavara y Andrea Mora. 

Ver exposición 


Por la Asociación de Empleados Tercerizados de ANTEL, señores Sergio Aguiar, Mauricio 


Dimitroff, Gerardo Pereira y Julio Sempol; y señora Nathaly Fernández. 
Ver exposición 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


La Comisión de Presupuestos da la bienvenida a la delegación de la Asociación Uruguaya de Padres de 
Personas con Autismo Infantil, AUPPAL, integrada por la señora Mercedes Santías y el señor Andrés Capel. 


El objetivo es escucharlos y que sus planteos queden en la versión taquigráfica, los que remitiremos al equipo 
económico junto con el dossier que nos han hecho llegar. 


SEÑORA SANTÍAS.- Buenas tardes y muchas gracias por recibirnos. 


La Asociación Uruguaya de Padres de Personas con Autismo Infantil, AUPPAL, fue fundada en 1989. Es una 
asociación civil sin fines de lucro con personería jurídica, cuyos objetivos son, entre otros, beneficiar al que 
padece de autismo infantil para que mejore su situación. 


En la actualidad, atiende en su escuela de la calle Avenida Italia 3906, esquina Alto Perú, a doce personas 
autistas niños, adolescentes y adultos. Para solventar los gastos de dicha escuela se cuenta con la ayuda 
especial del Banco de Previsión Social y con una cuota social aportada por las familias según sus 
posibilidades, ya que la escuela no se cierra a nadie por motivos económicos. 


Como ya se informó a la señora Gabriela Romero del Ministerio de Economía y Finanzas el día 4 de agosto, 
actualmente la escuela funciona de lunes a viernes de 13 a 18 horas. Los maestros no concurren todos los días 
sino que lo hacen en forma alternada, ya que no se pueden pagar los sueldos por toda la carga horaria. 


La ayuda especial del Banco de Previsión Social a la escuela es de $ 19.150 mensuales. Los gastos de 
funcionamiento, que incluyen sueldos al personal, son de $ 24.000. Las necesidades mínimas actuales de la 
escuela son las siguientes: un maestro que ejerza con exclusividad el cargo de dirección; más maestros; más 
material didáctico; un auxiliar de servicio, y servicio de emergencia médico móvil. Esto nos llevaría a un 
gasto mensual de $ 60.000 con las mismas entradas, que recordamos son de $ 19.150. Este déficit de 
aproximadamente $ 4.000 mensuales por alumno no puede ser costeado por todas las familias. 


Sabemos que hoy por hoy existen niños autistas que no están recibiendo el tratamiento adecuado por no 
poder pagar siquiera los gastos de transporte, debiendo permanecer recluidos en sus casas. Este no es el 
espíritu de la Asociación ni tampoco el del Gobierno, tal como lo manifestara el doctor Tabaré Vázquez en su 
discurso referente al Presupuesto del Estado. Es por eso que pedimos que se nos otorgue una partida 
presupuestal fija en el próximo Presupuesto quinquenal, que destinaríamos al pago de sueldos de maestros y 
terapeutas especializadas. Se cuenta con el antecedente de una institución de similares características en 
Salto, el Centro Educativo para Niños Autistas, que ya tiene asignada una partida en el Presupuesto 
quinquenal. 


Sin embargo, nuestro proyecto -que fue presentado a la Comisión de Presupuestos el día 29 de junio- es más 
ambicioso aún. Nos llevaron a crearlo la prevalencia de los trastornos del espectro autista -cuatro personas de 
cada diez mil presentan este trastorno- y el vacío que existe a nivel estatal en lo que se refiere a un abordaje 
intensivo y exclusivo del problema. 


Dicho proyecto consiste en un centro para treinta alumnos -que es nuestra máxima capacidad locativa-, con 
un maestro cada cuatro alumnos y un auxiliar docente cada diez. El horario de atención sería más 
prolongado, de 9 a 17 horas. Se contaría con talleres de cocina, huerta, plástica y manualidades, 
psicomotricidad, fonoaudiología, informática y musicoterapia. Se haría especial hincapié en la educación 
física y en la adquisición de hábitos. Este proyecto está en la página web "www.auppal.iespana.es". 


Como conclusión: el autismo es un severo trastorno de conducta que afecta a la comunicación y a la 
socialización. Únicamente con un adecuado abordaje terapéutico se logran mejorar las conductas 
inadecuadas. Lamentablemente, no se cuenta a nivel estatal con ninguna institución que atienda exclusiva y 
seriamente esta patología. La Asociación necesita un ingreso fijo mensual para que las personas que padecen 
de autismo infantil dispongan de los medios necesarios para el tratamiento y el control de su autismo. 


El proyecto AUPPAL está destinado a una población con mayores necesidades de atención y estimulación que 
la mayoría de los niños. Sin embargo, esto no implica necesariamente que cuenten con los medios 
económicos para afrontar el gasto. No podemos dejar sin educación a quienes más la necesitan. 


Voy a entregar una copia más del proyecto en la que también se incluye al final el comodato que hay con 
ANEP por el local. Uno de sus puntos establece que, en la medida en que las posibilidades logísticas y 
materiales lo permitan y cumplidos los requisitos establecidos por AUPPATI, esta se compromete a ir 


incorporando a los niños autistas que hoy son atendidos por la Escuela N* 231 en forma gratuita. Esto no lo 
hemos podido hacer simplemente porque no podemos pagar a los maestros. 


También se incluye el informe más detallado que se envió a la señora Gabriela Romero del Ministerio de 
Economía y Finanzas y una explicación más pormenorizada sobre el autismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a preguntar algo que de repente está en el expediente, del cual leí 
solamente las primeras páginas. Ustedes solicitan una partida mensual y fija que ayude a solventar los 
gastos y ponen como referencia el Centro Educativo para Niños Autistas, de Salto, que conocemos. Sin 
embargo, no fijan la partida. 


SEÑORA SANTÍAS.- No. Para que la escuela funcione hoy adecuadamente se necesitan 
aproximadamente $ 60.000 mensuales; si a eso se descuentan los alrededor de $ 20.000 que la 
Asociación recibe como ayuda especial del Banco de Previsión Social, da una diferencia de $ 40.000 
mensuales. Sí se explicita cuál es el costo anual del proyecto con los treinta alumnos, que es el máximo 
que nos permite el local, aunque sabemos que hay una población más grande para atender. 


SEÑOR CAPEL.- Aparte, estaríamos cubriendo un vacío estatal existente. Podemos reafirmarnos en el 
comodato, que dice que ANEP nos exige que en la medida de nuestras posibilidades vayamos 
absorbiendo a los alumnos autistas de la Escuela N” 231. Queda claro que ellos no los atienden en 
exclusividad. 


Esta es una enseñanza muy costosa y nosotros estamos tratando de cubrir eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este nuevo documento que nos hicieron llegar está más detallado el costo 
mensual, incluidos los gastos de funcionamiento, etcétera. Es un complemento importante. 


SEÑORA SANTÍAS.- Necesitamos $ 60.000 para que la escuela funcione bien con la cantidad de niños 
que hay, pero en el proyecto está lo que sería nuestra máxima aspiración, que es atender hasta treinta 
niños. 

En el plan de financiación del proyecto, se hace referencia a un déficit mensual por alumno de $ 6.000. Eso 
es teniendo en cuenta que estaríamos dispuestos a pedir también un convenio con INAU y a movernos, 


porque nos estamos moviendo mucho. 


SEÑOR MACHADO.- Ustedes hablaron de que hay más niños autistas que no estarían contemplados 
en este proyecto. ¿Tienen idea de cuántos son y cómo detectarlos? 


SEÑORA SANTÍAS.- Se habla de que cada diez mil niños hay cuatro autistas; habría que hacer el 
cálculo para Montevideo. 


SEÑOR CAPEL.- Creo que habíamos calculado doscientos en Montevideo y en la zona metropolitana. 
SEÑORA SANTÍAS.- Son muchos y necesitan una atención muy individualizada. 


SEÑOR CAPEL.- Conocemos casos de niños autistas que ni siquiera pueden concurrir a la escuela por 
no tener dinero para el transporte. 


SEÑORA SANTÍAS.- Están recluidos en sus casas. 


SEÑOR CASARETTO.- Quiero hacer una pregunta para precisar la información. ¿Hay cuatro 
autistas cada diez mil niños o cada diez mil habitantes? 


SEÑORA SANTÍAS.- Cada diez mil habitantes, pero actualmente en Japón se dice que son muchos 
más. Las cifras de prevalencia son muy variables; se dice que hay entre dos y treinta casos cada diez 


mil habitantes. Nosotros tomamos cuatro cada diez mil porque es lo que se maneja más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos informaron que remitieron estos antecedentes a la contadora Gabriela 
Romero del Ministerio de Economía y Finanzas. De cualquier manera nosotros vamos a remitir la 
versión taquigráfica de sus palabras y los documentos al Ministerio de Economía y Finanzas, a la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y a la Contaduría General de la Nación, para que tomen 
conocimiento del tema, puesto que al significar un gasto se requiere de la iniciativa del Poder 
Ejecutivo. 


Agradecemos mucho su presencia. 


(Se retira de sala la delegación de la Asociación Uruguaya de Padres de Personas con Autismo Infantil, 
AUPPAI) 


(Ingresa a Sala una delegación de herramenteros de ANSE) 


La Comisión de Presupuestos da la bienvenida a la delegación de herramenteros de ANSE, 
integrada por las señoras Mabel Cuello Trucco, Cristina Sasías y Blanca Morales, y a los señores 
Víctor Jurado, Arturo Méndez, Mario Borche, Jorge Jurado, Daniel Machado, Manuel Soroa y 
Roberto Deliotti. 


La intención de los integrantes de la Comisión es escuchar vuestro planteo y contar con documentos que nos 
puedan acercar -acá tenemos una hoja fechada en julio de 2005-, de manera tal de remitir la versión 
taquigráfica de vuestras palabras al Poder Ejecutivo en forma urgente. 


Para que quede claro desde el principio, ¿de quién depende ANSE desde el punto de vista jerárquico? 


SEÑOR SOROA.- Es un servicio descentralizado que depende del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. 


Agradecemos la oportunidad que se nos brinda de sacar a luz un caso que consideramos que se ha constituido 
en una gran injusticia. 


Me encuentro ante ustedes en representación de los veintinueve integrantes del Registro de Herramientas. 
Comenzamos a trabajar como estibadores en ANSE -Administración Nacional de los Servicios de Estiba- los 
más antiguos en 1960 y el más reciente en 1980. 


En una primera instancia pertenecíamos a un Registro que no poseía número que nos identificara, pudiendo 
cobrar con la cédula y efectuando igualmente los aportes sociales. Posteriormente, se adjudica al grupo de 
herramenteros un nuevo registro, el del 9.500; al poco tiempo pasamos al 9.200, registro este perteneciente a 
la estiba. 


Más allá del trabajo con nuestras respectivas agencias marítimas, tuvimos la posibilidad de salir a trabajar por 
medio de la bolsa de trabajo, lo que permitió hacer uso de los mismos derechos que los estibadores. 


Unos cinco años después, en 1988, se nos ubicó en un nuevo numeral, el 4.000. Presentamos nuestros 
descargos, pidiendo explicaciones ante este nuevo hecho, por lo que se nos informó que respondía a una 
organización de registros que serían computarizados. Entonces quedamos registrados con los mismos 
derechos que los guardianes, estibadores, guincheros, elevadoristas, apuntadores y capataces. 


La propia ANSE nos exigió la realización de un curso para asesorarnos en el uso de las diferentes 
herramientas y su manejo, implementos que se utilizaban para la carga y descarga de buques. El capataz del 
buque nos señalaba los diferentes bultos a manipular -caja, bolsa, fardo, turbina, ómnibus, etcétera-, para lo 
cual nosotros escogíamos la herramienta adecuada, una vez estimados sus proporciones y peso. Mantuvimos 
las mismas obligaciones que en todos los registros: carné de salud, carné de acceso a zona portuaria y a todos 
los buques, otorgado este último por la Prefectura Nacional Naval. Asimismo, se mantuvo el uso obligatorio 
de implementos de seguridad: guantes, botas, caretas, delantales, equipos homologados para el frío, equipos 


de lluvia, cascos, etcétera. En caso de infracción ante el incumplimiento de nuestras obligaciones, éramos 
pasibles de sanción. 


Nos vimos damnificados ante el acuerdo del sindicato de estiba y el Centro de Navegación Transatlántica, ya 
que formando parte del primero, fuimos ignorados por ANSE, la que desconoció nuestros derechos como 
dependientes de dicha entidad. Si bien nos regíamos por la misma normativa que los distintos registros, no 
obtuvimos el incentivo que hoy estamos reclamando. Ciertamente los diferentes registros percibieron por la 
disolución de la bolsa de trabajo, en julio de 1992, montos que oscilaban entre los US$ 20.000 y US$ 32.000. 
No solo quedamos excluidos del incentivo sino que habiendo perdido nuestra fuente de trabajo, tampoco 
fuimos al seguro de paro ni percibimos indemnización alguna. Éramos dependientes de ANSE, estábamos 
registrados en ella y cobrábamos nuestros haberes de sus fondos, pero fuimos desconocidos por dicho ente 
paraestatal, habiendo sido nuestro patrón por años. Firmamos la renuncia obligatoria para acogernos a la ley 
y luego fuimos desconocidos sin explicación alguna. 


A trece años de esta injusticia, que damnificó a veintinueve familias, nos proponemos ir en procura de 
nuestros legítimos derechos, en virtud de que nuestros reclamos no fueron escuchados durante ese período. 


Recurrimos a ustedes con la esperanza de ser atendidos en nuestra problemática y así recuperar lo que nos 
pertenece y nos fue negado. 


Esta es la explicación más o menos global y traemos documentos que avalan nuestro reclamo de años de 
trabajo. 


SEÑOR JURADO.- En síntesis, tenemos que apuntar al hecho de que siempre fuimos dependientes de 
la Administración Nacional de Servicios de Estiba. O sea que siempre que estuvimos en el recinto 
portuario cobrábamos nuestros haberes -quincenalmente, como cualquier estibador- por esa 
Administración; no tuvimos otro patrón y dependíamos de ANSE. Nos interesa subrayar eso porque 
después de que se disolvió la bolsa de trabajo, ¿qué derechos nos correspondían? ¿Quiénes eran 
nuestros patrones? ¿A quién podíamos reclamar la fuente de trabajo que habíamos perdido? Tal como 
se dijo, hubo un acuerdo entre el Centro de Navegación Transatlántica y el sindicato por el que, por 
supuesto, se dio un incentivo al gremio de estibadores, capataces y apuntadores, pero nosotros fuimos 
ignorados en nuestra calidad de herramenteros pertenecientes a la Administración Nacional de 
Servicios de Estiba. Luego hubo una sucesión de hechos porque nosotros venimos haciendo nuestro 
reclamo desde 1992 y tuvimos ciertos inconvenientes que llevaron a que no fuéramos escuchados. 


Entonces, queremos que se tenga en cuenta todo esto porque, como se dijo, ni siquiera tuvimos derecho al 
seguro de paro después de unos cuantos años de trabajo. En aquel momento yo era uno de los más jóvenes, 
con doce años de trabajo en el puerto. Inclusive, hay señoras representantes de compañeros fallecidos que 
tenían entre treinta y treinta y dos años así como el señor Borche, que está presente. Sin embargo, fuimos 
excluidos de ese grupo al que se incentivó. 


Hay que tener en cuenta que eso se pagó con los impuestos que se empezaron a cobrar por la importación y 


exportación. Fue parte de un arreglo que hicieron las agencias marítimas y el Centro de Navegación 
Transatlántica y en tres años se cubrieron todos los incentivos con ese pequeño impuesto. 


SEÑOR CASARETTO.- No conozco el funcionamiento, pero por lo que veo ustedes no eran 
funcionarios públicos y hoy están reclamando derechos que perdieron y que sí percibían por parte de 
ANSE. 

SEÑOR JURADO.- Así es. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ustedes plantean la regularización de este tema en el Presupuesto 
Quinquenal. 


SEÑOR JURADO.- Sí, exactamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que más allá de que hagan el planteamiento -tienen todo el 
derecho a hacerlo porque tienen estudios jurídicos y todos los antecedentes al respecto, que sería bueno 
que nos dejaran-, esto ameritaría un estudio más profundo. Digo esto porque no sé cuántos artículos 
hay -quinientos, setecientos, etcétera- y me parece complejo dar una solución definitiva a esto, sobre 
todo tratándose de una temática que se conoce poco. Hace unos años que estoy en el Parlamento y no la 
conocía. Sí conozco el tema de las listas A, B y C, sobre todo esta última, que después se solucionó. Me 
parece que este planteo, que vamos a remitir al Poder Ejecutivo, deberían derivarlo a algunas 
Comisiones permanentes del Poder Legislativo como la de Legislación del Trabajo. Inclusive podrían 
contar con los asesores jurídicos que ustedes entiendan conveniente y presentar un borrador de 
proyecto de ley para ver si hay condiciones que den solución a este tema. Por eso la pregunta del señor 
Diputado Casaretto fue muy importante en el sentido de saber si son funcionarios públicos o no. 


Esta es una opinión -que no quiero que consideren definitiva- que apunta a ayudarlos en la solución del tema. 


SEÑOR SOROA.- Durante todos estos años hemos deambulado por el Poder Legislativo y jamás 
tuvimos la oportunidad de ingresar una interpretación o un proyecto. Con este cambio de Gobierno la 
única esperanza que nos queda es la de ser escuchados. Ya recorrimos los caminos, estuvimos en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, nos recibió la Comisión de Legislación del Trabajo y hay 
una notificación en el Poder Ejecutivo. Dado que hace tanto tiempo que venimos luchando, queremos 
saber si vamos a ser tenidos en cuenta a la brevedad con el fin de tener una posibilidad de acuerdo. 
Sabemos que hay dificultades, pero hace trece años que venimos rebotando y esta es la oportunidad 
que nos queda. Han fallecido muchos compañeros, otros se han jubilado mal por no tener los años de 
trabajo, mucha gente quedó con un trabajo informal y otros consiguieron nuevos trabajos. 


SEÑOR JURADO.- El señor Presidente dijo que conocía los registros A, B y C y quiero decir que 
nosotros pertenecimos al registro C y aunque después de algunas reuniones se dio el incentivo a este 
registro, nosotros quedamos excluidos de él. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación de herramenteros de ANSE y 
vamos a actuar tal cual dijimos, más allá de las distintas actitudes que ustedes adopten en el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social o en este Parlamento. 


(Se retira de Sala la delegación de herramenteros de ANSE) 


(Ingresan a Sala representantes del Fondo Común de Reconstrucción y Fomento de América Latina) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a los señores Elmer Alfaro y Nery Curbelo, cuyos 
planteamientos serán remitidos al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ALFARO.- Todos nuestros planteamientos figuran en el documento que entregamos a la 
Comisión. 


Personalmente, debo decir que soy un productor avícola ganadero chico, propietario de treinta hectáreas, pero 
tengo que hacer alguna changa para estar al día con el pago de los impuestos. 


Nuestra intención es que los jóvenes no se sigan yendo del medio rural hacia la ciudad, lo que después nos 
sale mucho más caro aún. 


SEÑOR CURBELO.- Soy Secretario de la Comisión y fui uno de los que investigué para llegar a estas 
conclusiones. 


Apuntamos a colaborar con la Administración Vázquez, como también lo hicimos con otros Gobiernos 
aunque no de un modo tan preciso porque recién ahora llegamos a estas conclusiones. Esto va más allá de 
una política de Estado porque estamos hablando, nada más ni nada menos, que de revertir la falta de 
rentabilidad productiva y el sobreendeudamiento. 


Tuvimos oportunidad de investigar a uno de los técnicos -el ex Director de la Fundación Uruguaya Siglo 
XXI- que trabajó en la política de apertura de mercados y globalización de la economía. De la investigación 
surge que ellos trabajaron en ese tema; no estamos hablando en contra de aquel buen amigo. Lo que se 
descubrió fue que los técnicos mintieron al sistema político sobre la política de apertura de mercado y la 
globalización de las economías. Es decir, apertura de mercados y globalización de las economías son dos 
conceptos que van de la mano; pero para que haya apertura de mercados se debería haber creado un mercado 
cooperativo universal, cosa que no sucedió. Quiere decir que el mercado quedó igual y que el monopolio, en 
vez de mantenerse a nivel local, se extendió a nivel mundial, pero sigue siendo monopolio. 


El único competidor que tendría el mercado internacional, para que no sea monopólico, sería el mercado 
cooperativo universal; pero se usó el nombre de "sistema cooperativo" para crear sociedades anónimas. 
Quiere decir que se siguió haciendo lo mismo y aún peor, y, para colmo, se usó el nombre de "sistema 
cooperativo". 


El sistema financiero y la autoridad financiera internacional y nacional con la globalización de las economías 
tampoco tienen competencia, es decir, tienen el monopolio de una administración y de una gerencia que es 
teórica. Teórica quiere decir comprar a diez y vender a quince; pero ese sistema falló. Para que la autoridad 
financiera tenga competencia, se debería haber creado el fondo común cooperativo, que es nuestra propuesta, 
ya que sería la única competencia que tendría la otra administración teórica como, por ejemplo, el Banco de 
la República. 


Este sistema debería estar complementado con este fondo común cooperativo que proponemos. Hasta 123 
hectáreas físicas, el Estado da rentabilidad y financiación permanente a todas las personas que necesitan un 
crédito rentable para hacer sus inversiones productivas, resolviendo el problema de alimentación, sin 
endeudamiento ni nada. Quiere decir que si hubiera resolución no habría endeudamiento ni falta de 
rentabilidad y habría competitividad, porque la rentabilidad productiva es la hermana mayor de la 
competitividad del mercado internacional. 


El documento que dejamos es muy largo y complejo y tiene que ver con una maniobra que está hecha para 
estafar -lo podemos probar- y robar por oficio las ganancias que pertenecen a la inversión productiva del país 
rentable, con recursos económicos propios. 


El gran problema -lo quiero repasar- es que estos técnicos le mintieron al sistema político a nivel mundial. La 
apertura de mercado y globalización de las economías es un cuento chino; no es así. Quiere decir que hay que 
poner en funcionamiento -el Gobierno o quien sea- el mercado cooperativo universal. 


Tenemos otro concepto sobre endeudamiento, distinto al de las demás gremiales, ya que ellas se rigen -no 
estamos hablando mal de nadie- por el mismo sistema administrativo y gerencial que el Banco de la 
República y el Banco Hipotecario. Esas gerencias fueron las que crearon la falta de rentabilidad y el 
sobreendeudamiento, por lo que no representan a los deudores familiares. Si esas gerencias crearon el 
problema, de ninguna manera podrían representarlos. Estamos hablando de las gerencias y no de las personas 
aunque, supuestamente, detrás de las gerencias están las personas. Tratamos de que se entienda lo que ellos 
están haciendo. Bienvenida la propuesta de refinanciación del Banco a diez años, pero el sistema político 
debe entender que lo que tratamos de decir es la verdad, porque el punto neurálgico está en que los técnicos 
mintieron -insisto en que están las pruebas-, ya que apertura de mercado y globalización de las economías no 
es lo que se está haciendo; es más de lo mismo. Para que haya apertura de mercado con competencia tendría 
que haberse creado el fondo común cooperativo y, en el caso de los mercados, el mercado cooperativo, que a 
nivel mundial es el que produce más barato porque es el que el Estado financia directamente, con el trabajo 
de los productores familiares. Es la producción de alimentos más barata del mundo. 


Quiere decir que la economía mundial se nutre, riqueza mediante, de fuentes humanas y naturales, que tienen 
intereses sociales y económicos opuestos por naturaleza. En el documento está representado por una 
pirámide. Los que figuran con el número dos, son compradores y vendedores de servicios, técnicos y 
profesionales universitarios, y son los que generan riqueza; por su parte, los que figuran con el número uno, 
son productores familiares, que en vez de generar, producen riqueza en forma indirecta. Es decir, son 
intereses sociales y económicos opuestos por naturaleza, y la solución de fondo pasa por poner en 
funcionamiento el fondo común cooperativo, el nuevo sistema cooperativo, que nunca se aplicó. Se usa el 
nombre de sistema cooperativo para "currar" con la cooperación internacional y con el propio Estado. Las 
pruebas existen, pero de eso no está enterado el sistema político. 


El punto principal es que se mintió al sistema político porque, si no, se podría poner en práctica lo que 
proponemos y no comentamos nada al Poder Judicial, que ni se enteraría por qué la gente no puede pagar. 
Debemos decir al Poder Judicial que la gente está destruida, destrozada y que no puede pagar sus deudas 
porque la robaron; no podría saberlo -reitero-, porque si le mintieron al sistema político, que es la 
herramienta para legislar, menos podría estar enterado el Poder Judicial. 


Creemos que a partir de ahora el sistema político tiene la oportunidad de saber la nueva verdad, porque la 
otra es vieja. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión leerá detenidamente el "dossier" de siete páginas que han 
presentado nuestros invitados. 


SEÑOR CURBELO.- Esto costó mucho trabajo, y hay que ser muy responsable para decir lo que 
nosotros estamos diciendo. Hemos alcanzado a la Secretaría una carpeta con diecinueve folios. 
Informamos a las Naciones Unidas y al Poder Ejecutivo, pero nadie ha contestado una palabra. 
Estamos hablando con la gente de la Asociación Nacional de Productores de Leche porque tenemos la 
idea de grabar un video con esto, porque pasa lo siguiente: o no nos entienden o no quieren asumir la 
responsabilidad por la irresponsabilidad de las cosas que han hecho. Si no lo hiciéramos, estaríamos 
siendo cómplices por algo que sabemos y no decimos. Estaríamos cometiendo un error si no 
trasmitiéramos al Poder Legislativo lo que pasó y le mostráramos las pruebas. Lo mismo sucede con el 
Poder Judicial. Pensamos que de la verdad surge el entendimiento de la gente. No es posible que 
tengamos ocho mil chiquilines en situación de calle, ocho mil personas presas y el resto sean jubilados y 
empleados públicos; no existen productores. La gente joven que estudia y que financia el Estado, 
cuando se da cuenta de lo que estamos hablando, se va del país. 


Como verán, les hemos alcanzado dos hojitas, tal como nos lo solicitó uno de los técnicos del BID cuando 
vio la carpeta. Nos dijo que pusiéramos en tres hojitas lo que establecíamos en la carpeta. Lo pusimos en dos. 
Somos optimistas y pensamos que el sistema político tendrá los mecanismos para algún día crear un cuerpo 
de trabajo responsable para corregir esa maniobra, y nosotros le vamos a alcanzar toda la información que 
tenemos. Lo único que falta es que nos investiguen por no brindar toda la información. No se trata de un 
problema de voluntad política sino de honestidad: o se sigue robando y no se pagan las deudas, o se deja de 
robar y se pagan mucho antes de lo que dice el Banco de la República. Disculpen los términos, pero parecería 
que hay que hablar de esa forma. Estamos acostumbrados a hablar de tal forma que nadie se ofenda -a pesar 
de que no somos políticos sino productores familiares-, pero cuando le decimos al responsable: "Mire, amigo, 
usted está equivocado", se lo repetimos y no nos contesta, resulta que no solo es sordo y mudo, sino que 
además sigue robando. Algo tiene que decir. O deja de robar y se pagan las deudas, o no sé qué es lo que está 
pasando. El que manda es el poder político; para eso los hemos votado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este documento va a ser leído por los integrantes de la Comisión de 
Presupuestos y luego vamos a actuar como lo hemos anunciado. 


SEÑOR CURBELO.- Estamos seguros de que les van a surgir una cantidad de preguntas, por lo que 
estamos a sus órdenes. 


(Se retira de Sala la delegación del Fondo Común de Reconstrucción y Fomento de América Latina) 


(Ingresa a Sala una delegación de Fiscalizadores del Banco de Seguros del Estado) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión tiene el gusto de recibir a la delegación de Fiscalizadores del 
BSE, integrada por las señoras Andrea Mola, Beatriz Cavanna, Rosana Armengo y Zulma Cavara y 
por los señores Guillermo Jacque, Luis Vidal, Luis Salgado y Gustavo Sande. 


Recibimos un documento con fecha 30 de junio de 2005, en el que se establecen determinadas pautas. Luego 
figura un petitorio por el que se solicita que el Directorio del Banco de Seguros del Estado reconozca 
jurídicamente sus derechos y se los considere personal técnico capacitado. 


Nuestra intención era recibir delegaciones cuyos planteos estuvieran vinculados con el Presupuesto 
quinquenal; no obstante, los vamos a escuchar. Nos gustaría saber si han hecho otra gestión en alguna 
Comisión. 


SEÑOR VIDAL.- En dos oportunidades fuimos recibidos por la Comisión de Legislación del Trabajo, 
luego de la última resolución del Directorio. Su Presidente, el señor Diputado Bentancor, nos dijo que 
era importante que nos presentáramos ante la Comisión de Presupuestos. ¡Y vaya si sabemos que es 
muy importante! Por ese motivo estamos aquí y les dejamos esa documentación. 


Queda claro que somos fiscalizadores de accidentes del Banco de Seguros del Estado, con una antigúedad de 
once años. En el momento en que entramos al Banco de Seguros hicimos una prueba de concurso y nos 
integramos al Banco realizando todas las tareas. El Banco no estaba aplicando la ley en su totalidad; cuando 
entramos nosotros empezó a aplicarse la ley de accidentes de trabajo en todo el país. En los primeros dos 
años estuvimos realizando todas las tareas: la parte mecánica y la parte administrativa. Toda la infraestructura 
la realizamos nosotros conjuntamente con una sola jefatura. El Banco iba a poner distintos cargos de 
abogados y de escribanos, pero no fue así y la desarrollamos nosotros. Lo aprendimos muy bien porque 
tuvimos una jefatura buena. 


Luego de unos tres años hubo cambios y salimos a trabajar. En total somos unas setenta personas y el Banco 
se encarga de los seguros en todo el país. Llegamos bien a algunas zonas, pero no las abarcamos en su 
totalidad. El trabajo lo dispone la gerencia del departamento. 


En estos once años ha habido cambios. Lo peor de todo es esta resolución que aparece en este momento en 
que el Banco considera que nosotros somos prescindibles, más allá de que aprobamos una prueba de 
concurso. 


El grave problema que enfrentamos es ese. Nosotros tenemos fundamentos para sostener que estamos 
capacitados y que le hemos dado muy buenos resultados al Banco. En los primeros tres años en que hicimos 
la tarea logramos un resultado económico de US$ 1:645.000. Realizamos toda una tarea: hicimos estudios 
financieros, estudios de los clientes y de cómo se manejaba el mercado. Todo eso lo estructuramos nosotros. 
Doce o quince personas trabajaban dentro del Banco desempeñando esa función y otras trabajaban 
externamente. Después hubo un quiebre. Nosotros veíamos que el sistema no estaba funcionando 
correctamente. Entonces, resolvimos hacer un planteamiento al Banco y presentamos, como si fuera una 
empresa, un proyecto de trabajo, para mostrar que teníamos ideas claras en cuanto a qué hacer en nuestra 
área. Hicimos un proyecto de trabajo, se lo presentamos al Banco, tuvo buen andamiento y lo está aplicando, 
pero a nosotros no nos reconocen nuestras actitudes. 


SEÑORA MOLA.- Lo que venimos a plantear a la Comisión es la situación de inestabilidad que hemos 
vivido durante estos once años como trabajadores. Primero, tuvimos un contrato como empresas 
unipersonales con el Banco de Seguros, más allá de que existe una relación de dependencia 
comprobable y real, por un montón de razones que resultaría largo explicar ahora. Esa relación de 
dependencia existe y es real, y si quisieran conocer cuáles son las razones que nos asisten para 
afirmarlo, no tendríamos ningún problema en explicarlo. 


En estos once años nosotros dimos mucho al Banco. Nos hemos capacitado en un área que le resultaba 
desconocida. ¿Cuál es la respuesta que nos da el Banco después de once años de trabajo? De un momento 
para otro, de una forma arbitraria, nos deja sin trabajo. Como consecuencia de una resolución en la que 
aplican mecanismos que no entendemos, muchos compañeros se quedan sin la fuente laboral por la que 
hemos luchado; nosotros hemos luchado por una estabilidad que nunca nos han dado. También hemos 
solicitado que se nos atienda en una mesa de diálogo con los Gobiernos anteriores, que nunca nos recibieron 
ni nos solucionaron nuestros problemas. Ante este nuevo Gobierno también planteamos nuestro 
requerimiento de conformar una mesa de diálogo para discutir nuestra forma de trabajo y nuestros ingresos, 
ya que en los últimos años no hemos tenido ningún aumento y se nos han hecho descuentos que no 
correspondían, pero muchas veces por miedo a enfrentar la pérdida de trabajo nos hemos quedado quietos. 


Lamentablemente, esa decisión llegó de una forma arbitraria y hoy nos encontramos frente a una resolución 
que -no sabemos por qué- a muchos de nosotros en una primera instancia y a otros posteriormente, como 


queda claro en la resolución, nos deja sin la fuente laboral. 


Nosotros venimos a plantear aquí de qué forma ustedes nos pueden respaldar y a preguntarles qué 
procedimientos podemos seguir para adquirir y mantener ese derecho que tiene todo trabajador de conservar 
su fuente laboral. 


SEÑOR JACQUES.- Es importante destacar que hemos hecho consultas con notorios profesionales del 
Derecho -por ejemplo, con el doctor Rodolfo Saldain y con el doctor Sarthou- y queda claro que 
jurídicamente tenemos una relación de dependencia. Claro que habría que demostrarlo en los 
juzgados, pero nosotros no pretendemos llegar a esa etapa que supone hacer un juicio al Banco, que 
podría verse bastante perjudicado. Lo que queremos, reclamamos y exigimos -porque nos 
corresponde- es el derecho a trabajar. Nada más; estamos pidiendo trabajo. 


Según un prorrateo de lo que percibimos, ganamos $ 30 la hora, es decir, un poquito más que un guardia de 
seguridad. Y tenemos que estar bien vestidos y salir a zonas muy difíciles por $ 30 la hora. 


SEÑOR VIDAL.- El punto central es la situación en que nos encontramos. Estamos aquí para que 
ustedes comprendan la situación humana por la que atravesamos. Estamos hablando siempre de la 
situación que nos origina el Banco. El sistema nos rechaza, nos dice que no servimos y nos deja sin 
trabajo. ¿Qué mandamiento dice: "Te quitaré el trabajo, te quedarás sin trabajo"? 


En cuanto a las necesidades básicas de libertad, las tenemos si conservamos nuestro trabajo, porque si no, nos 
quitan la salud, la vivienda, la alimentación y el sustento de nuestras familias. Eso para nosotros es grave, 
muy grave. Nos quedamos en la calle. 


Supuestamente hay compañeros que tienen más de una actividad, pero otros no. Como decía el compañero, 
ganamos $ 7.200 líquidos que, dividido entre treinta jornales, nos da $ 240, es decir, $ 30 la hora. Es menos 
de eso lo que percibimos porque estamos atrasados en UTE, ANTEL y los impuestos. 


Todo eso lo venimos a pedir aquí, en este ámbito, porque es donde nos pueden proteger. En el Banco no 
hemos recibido nada alentador. No nos reciben, y esto sucede desde antes, no desde ahora. Entonces, 
nosotros hemos ido a la Oficina Nacional de Servicio Civil, a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a la Comisión de Legislación del Trabajo y a esta Comisión, para 
despertar la sensibilidad que el Banco no tiene con nosotros, por esa grosera línea que hay entre quienes son 
funcionarios del Banco -que son inamovibles- y nosotros que, según el Banco, no somos funcionarios aunque 
tenemos determinadas responsabilidades. 


SEÑOR CASARETTO.- Voy a hacer una pregunta y una aclaración. Tenemos una nota de ustedes de 
junio de 2005 en la que uno ve que los reclamos ante la Comisión de Presupuestos iban en un sentido y 
ahora constatamos que se ha intercalado una dificultad relativa a la estabilidad. Según lo que dice 
aquí, tienen un contrato de arrendamiento de servicio no funcional y son aproximadamente setenta 
inspectores. ¿Ya han sido todos notificados de que van a cesar? Además, ¿los ceses son a vencimiento 
de los contratos y no se renovarán, o son notificados de que van a ir cesando independientemente de su 
vencimiento? Por otra parte, ¿saben quién va a cumplir la función que ustedes realizan hasta ahora? 
Me refiero a si se trata de un servicio que va a empezar a prestar el Banco o si estos contratos cesan y 
va a haber una contratación de otros fiscalizadores. 


SEÑOR JACQUES.- Empiezo aclarando que tuvimos una conversación con el Vicepresidente del 
Banco, señor Mario Castro, porque el Presidente no recibe a nadie. La resolución salió de la gerencia 
de nuestro departamento, a la que aportamos importante documentación para realizar el trabajo. En 
principio no nos sacan a todos, pero de todas formas el Vicepresidente nos dijo que poco a poco sí se 
iba a proceder en ese sentido; nos lo dijo al señor Vidal y a mí en los pasillos. 


Pensamos que se está violando la Ley_N* 16.074, que establece que las fiscalizaciones deberán ser hechas por 
el Banco de Seguros del Estado. No sabemos qué van a hacer, pero si nos sacan se dejaría de cumplir con esa 
ley. 


Según nos han informado los abogados que hemos consultado, los contratos son de mentira, puesto que hace 
once años no se podía ingresar a la función pública. Después hicieron otro contrato, que jurídicamente es la 
continuación del anterior. Este contrato se renueva por un año, salvo que se nos avise con diez días de 
anticipación que no será así. Sabemos que algo se ha instrumentado, pero aún no ha llegado nada. 


SEÑORA MOLA.- De la resolución deriva que la rescisión del contrato va a ser independiente al plazo 
de vencimiento. 


Por otra parte, todavía no hemos recibido los telegramas de los cuales tanto se habla en el Banco. Sabemos 
que se ha instrumentado cómo se va a proceder a realizar esos telegramas, pero todavía no los hemos 
recibido. Justamente, nos estamos adelantando a eso para no llegar al punto de quedarnos sin la fuente de 
trabajo. 


SEÑOR CASARETTO.- Si tienen copia de la resolución les agradecemos que nos dejen un ejemplar. 


SEÑOR JACQUES.- Lo que sabemos, de entrecasa, es que, en definitiva, nos quieren sacar a todos. 
Ese es el espíritu del Banco, pero alguien ha hecho gestiones y aparentemente por eso las acciones están 
detenidas por ahora. Lo que pretendemos es llegar a una mesa de negociación con el banco antes de 
que salgan los telegramas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos las informaciones. Queda claro que han hecho gestiones en 
la Comisión de Legislación del Trabajo de esta Cámara, que es el ámbito adecuado para ello. Esto no 
quiere decir que no hayamos tomado nota, pero en este momento estamos abocados al Presupuesto 
quinquenal. 


También sabemos que han tomado contacto con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En este caso, lo 
que podemos hacer como Comisión de Presupuestos es remitir la versión taquigráfica de esta sesión y los 
distintos antecedentes al Directorio del Banco de Seguros del Estado. 

Les agradecemos su presencia. 


(Se retira de Sala la delegación de fiscalizadores del Banco de Seguros del Estado) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Empleados Tercerizados de ANTEL) 


La Comisión da la bienvenida a una delegación de la Asociación de Empleados Tercerizados de 
ANTEL integrada por Nathaly Fernández, Mauricio Dimitroff, Sergio Aguiar, Gerardo Pereira y Julio 
Sempol. 


En este momento estamos estudiando los temas presupuestales. Les damos la palabra para que nos expresen 
sus inquietudes. 


SEÑOR DIMITROFF.- Soy el Presidente de la Asociación y en primer lugar agradecemos a esta 
Comisión por habernos recibido. 


Venimos a plantear algunas inquietudes acerca del Presupuesto, de nuestra situación y de la legislación en 
general. 


Nuestra Asociación nuclea a 860 empleados -estamos llegando a los 900- contratados por empresas privadas 
para realizar trabajos de funcionarios públicos en ANTEL. No trabajamos en forma externa a las 
instalaciones de ANTEL sino que lo hacemos internamente; por ejemplo, tenemos técnicos, ingenieros, 
administrativos, especialistas en marketing, etcétera. Estamos trabajando en áreas especializadas, por ejemplo 
ANTELDATA. Tenemos ingenieros que trabajan con la banda ancha y, como ustedes saben por 
ANTELDATA pasan todas las conexiones de banda ancha, inclusive las de las empresas privadas. Asimismo, 
hay compañeros que trabajan en los "Call Centers", donde se atiende la parte de telefonía básica, y otros que 


trabajan en los telecentros de atención personalizada. Son más de 150 los que realizan esta tarea, una gran 
parte en servicios técnicos y de laboratorio. 


Estamos distribuidos en aproximadamente seis empresas -Manpower, Galmor, Duodin, Marianil, Desa e 
Isbel- que están intermediando entre nosotros y que han accedido a esta posición a través de licitaciones 
públicas. Nuestra circunstancia es que somos contratados a través de una empresa y con el tiempo pasamos a 
otra porque las licitaciones tienen una determinada duración, tal como lo establece el TOCAF. Por eso 
tenemos esta forma de sindicato. 


Hemos dialogado con el Directorio de ANTEL en dos ocasiones acerca de la presupuestación y estatización 
de los servicios que brindamos. Estamos de acuerdo con el Directorio en que hay servicios que son esenciales 
y estratégicos y que es necesario estatizarlos a los efectos de tener más protección sobre la empresa y sobre el 
empleado. De hecho, estamos sufriendo la pérdida de empleados que han sido capacitados por ANTEL en 
áreas como al telefonía básica, la telefonía móvil o Internet y que terminan emigrando a la competencia. Esto 
reporta un gasto muy importante a ANTEL, porque inclusive el servicio se ve encarecido debido a que los 
funcionarios están siendo permanentemente capacitados. De todas maneras, todavía no hemos llegado a un 
acuerdo con el Directorio de ANTEL acerca de la forma cómo se va a realizar la estatización. Yo estoy 
trabajando en ANTEL desde hace cuatro años y hay otros compañeros que tienen diez años de trabajo en 
estas empresas consultoras a través de contratos a término, cuando en realidad el trabajo es permanente. 
Entonces, a nuestro entender, hay una especie de desregulación velada. 


Evidentemente, queremos que se nos regule, porque la situación en la que nos encontramos no nos parece 
para nada justa. De hecho, aun teniendo un trabajo permanente, somos contratados a término. Si ANTEL 
contratara una empresa para realizar un trabajo de forma indeterminada, atendiendo al principio de ejecución 
continuada de nuestra labor, estaríamos hablando de otra circunstancia, pero no es así. El hecho es que 
perdemos nuestra licencia y nuestra antigiiedad porque siempre pasamos de una empresa a otra a solicitud de 
la empresa pública que los solicita, cualquiera sea ella. La empresa nos pide que renunciemos y ello trae 
aparejados muchos problemas. Luego están los trastornos de salud debido a que algunas personas pasan dos o 
tres años sin tener una licencia. 


Estas son algunas de las consecuencias que trae aparejado el hecho de que nos estén arrastrando de una 
empresa a otra mientras que el trabajo es permanente. Sabemos que si bien existe una prohibición para el 
ingreso de funcionarios a la función pública, también tenemos conocimiento de que se ha abierto una puerta 
por la que, merecidamente, van a ingresar los compañeros becarios y pasantes. A nosotros nos parece 
correcto porque hace muchos años que vienen trabajando y perfeccionándose al igual que en nuestro caso. 
Estamos exactamente en las mismas condiciones porque trabajamos en los mismos lugares. Por ejemplo, en 
el caso de los "Call Centers" hay becarios, tercerizados y funcionarios públicos. En cualquier servicio de 
atención personalizada se mezclan las categorías lo que, obviamente, genera una situación de desigualdad 
que no le hace bien a la empresa pública. Por supuesto, somos la parte menos beneficiada en esta relación 
laboral. Sabemos que se ha abierto una puerta para el ingreso de los funcionarios públicos, y más allá de las 
formas contractuales, por un tema de derechos de base creemos que deberíamos tener esas posibilidades. 
Hace mucho que venimos dando todo por la empresa; somos empleados fieles. Desde el primer momento 
nuestros sueldos fueron mucho más bajos que los de los funcionarios becarios y nunca tuvimos las garantías 
ni los beneficios de ellos. Hay personas con cargos importantes, pero como son tercerizadas, cumplen la 
función y no están validados. 


Percibimos que hay una instancia de apertura para el ingreso a la función pública y queremos que se nos dé 
una oportunidad. Si seguimos en esta circunstancia vamos a estar en la misma realidad de la desregulación 
velada. Nuestra licitación se termina dentro de un tiempo debido al dinero que se aplica al texto del 
ordenamiento y, nuevamente, vamos a perder nuestra antigiiedad. Queremos que el nuevo Gobierno atienda 
este hecho. Pretendemos que se respeten nuestros derechos a mantenernos en un trabajo y, si es permanente, 
queremos el mismo empleador. Nos parece algo totalmente disparatado que debamos cambiar de empleador 
cuando la función es la misma. 


Nosotros, como trabajadores de ANTEL, hemos calificado para los certificados ISO 9000 relativos a las 
normas UNIT. Precisamente, los sectores que han certificado han sido los nuestros. Consideramos que 
estamos más que capacitados para cumplir la función en la cual nos desempeñamos. De hecho, los "spots" 


publicitarios y todo de lo que se enorgullece la empresa es debido a los empleados tercerizados que han 
cumplido a satisfacción las tareas de la institución. 


Queremos hablar de los consejos de salarios y de los proyectos a consideración de la Comisión de 
Legislación del Trabajo. Tanto los acuerdos a que se ha llegado en los consejos de salarios y en los grupos 
que nos corresponden por ser privados, así como lo que se está analizando en la Comisión, avala el criterio de 
a igual trabajo igual salario. 


El 29 de julio se firmó un tratado -que vamos a hacer valer- que avala la igualdad de salario por rama; eso es 
algo que debemos articular entre las empresas y ANTEL. 


Por otro lado, está el viejo proyecto Abreu y el del Poder Ejecutivo que también concluyen en la premisa de a 
igual trabajo igual salario. Consideramos que no existe ni existió un ahorro a raíz de la aplicación de este 
sistema tercerizado. No somos eruditos en el tema ni conocemos toda la información, pero estimamos que lo 
que pagan a las empresas muchas veces puede superar lo que se paga por un funcionario público, más aún 
cuando se producen bajas de personal y hay que capacitar constantemente. 


Nuestra situación no es sana porque permanentemente enfrentamos desigualdad de derechos laborales. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Le concede una interrupción al señor Diputado Machado? 
SEÑOR DIMITROFF- Sí, como no. 


SEÑOR MACHADO.- Se planteó que alrededor de ochocientas personas integraban vuestra 
asociación. En tal sentido me gustaría saber cuántos funcionarios hay en esa situación en ANTEL. 
También quisiera saber si la institución está totalmente tercerizada o si estos funcionarios ocupan áreas 
específicas. 


Por último, desearía conocer si han tenido algún contacto con el Directorio actual y qué opinión tiene este 
sobre el planteamiento que ustedes realizan. 


SEÑOR DIMITROFF.- Nuestros asociados son aproximadamente la mitad de las personas que se 
encuentran bajo este régimen de contratación. La mayoría de las personas que estamos bajo este 
régimen, cerca de la mitad, trabajamos en las centrales telefónicas y en los "Call Centers". Esta es una 
extensión de la atención personalizada, gracias a las nuevas tecnologías en centrales digitales; inclusive, 
tramitamos nuevos servicios. Aproximadamente doscientas cincuenta personas trabajan en áreas 
técnicas, administrativas y en tareas de "back office"; ciento cincuenta personas trabajan en la sección 
de atención personalizada. Todo esto está muy relacionado con la tecnología. En el momento en que 
ANTEL comenzó a competir en telefonía móvil -con ANCEL- el personal no estaba capacitado para 
brindar esos servicios. Fue por ello que se llamó a licitaciones en esas áreas. 


Tenemos funcionarios en Maldonado y en Canelones que trabajan en la sección de atención personalizada. 
En la oficina de la calle Galarza hay cincuenta personas que se dedican a estas tareas. En la oficina de 
Centenario hay cincuenta administrativos contables que trabajan con los grandes clientes, y hay algunos 
técnicos. En la Torre de las Comunicaciones tenemos personal que realiza la página web de ANTEL; también 
hay funcionarios tercerizados en la sección de ANTEL y de ANTELDATA que desarrollan tareas en la oficina 
de atención personalizada. 


En el centro de operaciones de la calle Mercedes hay empleados tercerizados que manejan la parte de banda 
ancha y los servicios empresariales; se trabaja con las conexiones de las empresas privadas como, por 
ejemplo, Dedicado. Allí trabajan los mejores ingenieros del país, y son tercerizados. 


En cuanto al intercambio con el Directorio, debo decir que mantuvimos dos reuniones; en la primera de ellas, 
estuvimos de acuerdo con la política del Directorio, y estábamos muy entusiasmados. Luego tuvimos una 
segunda reunión -hace alrededor de dos meses- y no llegamos a un acuerdo para la forma de ingreso. Hay 
desconocimiento de nuestra situación y no se sabe cómo hemos ingresado a la función. Uno de nuestros 


compañeros va a hacer mención al tipo de concursos que se nos exige para el ingreso a la función pública. 
Pero hay una cosa de base en la que estamos de acuerdo y es que ellos quieren estatizar. 


SEÑOR SEMPOL.- Hay un desconocimiento en cuanto a la forma por la que tuvimos acceso a ANTEL 


En primer lugar, quiero aclarar que cuando se terceriza es porque no hay personal de ANTEL para cubrir esa 
tarea. Primero se hace un llamado al personal de ANTEL y en caso de que no haya personal o de que no se 
presente nadie, como se necesita cubrir esos puestos, se llama a una tercerización. 


Nuestra asociación nuclea a todos los trabajadores que prestan funciones permanentes y específicas del ente; 
no son funciones temporales. 


En los llamados a licitación ANTEL establece las características del personal que necesita. El llamado se 
publica en un diario de circulación nacional y en el Diario Oficial, tal como se hace en un llamado a concurso 
abierto. La empresa que se presenta tiene que respetar esas condiciones, o sea que para acceder, se debe 
contar con determinados requisitos curriculares. De todas formas, para ingresar a las empresas, se nos hacen 
las pruebas pertinentes para corroborar que cumplamos con esos requisitos. En ANTEL, se nos brindan 
cursos para cumplir las tareas y se nos hacen las pruebas pertinentes. Recién después accedemos a nuestros 
puestos de trabajo. No obstante ello, somos evaluados constantemente. O sea que en el caso de aquella 
persona que superó esas instancias, pero no cumple a satisfacción con el trabajo, ANTEL pide a la empresa 
su desvinculación. 


En segundo término, quiero aclarar que hemos tenido contacto con el Directorio. Una de las discrepancias 
que tenemos es que si bien ellos están de acuerdo con que se debe estatizar, tendríamos que pasar por un 
concurso abierto con el resto de la población, porque ellos no tendrían en claro nuestra forma de acceso. Creo 
que si se analiza caso a caso, van a tener muy claro nuestra forma de acceso. 


La otra idea que maneja el Directorio con respecto al concurso abierto es que nuestra forma de ingreso no fue 
del todo democrática. En un concurso abierto se hace un llamado público, publicación en el Diario Oficial y 
en un diario de circulación nacional. En la licitación se procede de la misma forma, o sea que esa 
información es la misma. Puede hacerse un símil de nuestra entrada como un concurso abierto. 


Otro argumento que tenemos es que si bien estamos de acuerdo con que en el futuro se hagan concursos 
abiertos para el ingreso a la función pública, siempre se debe hacer a partir de esta situación. Los trabajadores 
no podemos quedar de rehenes porque no accedimos de esa forma. No sería justo que se hiciera pagar a quien 
hasta ahora ha cumplido, a satisfacción y con creces, con la empresa. 


Es factible un análisis caso a caso de quienes no hayan cumplido con las expectativas o no hayan dado los 
pasos para acceder en la forma pertinente para que sí tengan que participar de un concurso abierto, pero quien 
haya cumplido a satisfacción, haya tenido un rendimiento aceptable y una conducta satisfactoria, cumpliendo 
con todos los requisitos para ingresar, no es justo que deba participar de un concurso abierto. 


Entendemos que esto se debe dar en dos etapas. En primer lugar, tal como está la situación, si no se logra la 
presupuestación o no se modifica la ley, en caso de no tener acceso a un contrato directo con ANTEL, se debe 
buscar la manera de hacer posible nuestra permanencia en los cargos. En segundo lugar, se debe formar una 
Comisión en la que participen el Directorio de ANTEL o todos los Directores de las empresas públicas, los 
gremios de los estatales y nosotros para establecer condiciones en las cuales podamos ingresar directamente, 
ya sea mediante un contrato de función pública u otro tipo, estableciéndose una relación directa con ANTEL. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la información. 


Vamos a remitir la versión taquigráfica de esta sesión y todos los antecedentes que nos han hecho llegar al 
Directorio de ANTEL, para que sepa que ustedes pidieron audiencia a esta Comisión y que nosotros tenemos 
estos elementos para que ellos los analicen. 


Digo esto porque este tema no refiere estrictamente al Presupuesto quinquenal; es otra cosa lo que ustedes 
están planteando. Esto tiene vinculación directa con el ente autónomo ANTEL. Entonces, creo que este es un 


buen mecanismo para que, al menos, los Directores tomen conocimiento de que el Poder Legislativo está 
informado de esta problemática. 


Agradecemos su presencia. 


(Se retira de Sala la Asociación de Empleados Tercerizados de ANTEL) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


